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    Si algo caracteriza a José Gil Olmos, además de su larga y necesaria trayectoria periodística, es que ha tenido el acierto de seguir muy de cerca los dos grandes movimientos morales de los últimos 20 años en México: el zapatismo –que nació en 1994 con el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en las montañas del sureste mexicano como una respuesta a la ancestral opresión de los pueblos indios, a la corrupción del Estado y a la violencia que se ahondaría con la apertura del país al Tratado de Libre Comercio de América del Norte y a la llamada economía neoliberal– y el Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad (MPJD), que en 2011, a raíz de la masacre de siete personas en Morelos, comenzó a movilizarse por todo el país y Estados Unidos para visibilizar a las víctimas de la violencia y buscar una ruta de justicia y de paz. Supongo que buscaba en ellos un diagnóstico y una respuesta a la emergencia nacional y a la tragedia humanitaria que desde entonces no ha dejado de crecer y de hacerse más honda con la guerra contra el narcotráfico y la solidificación del crimen organizado.


    Recuerdo, en este sentido, que durante la caravana que el MPJD hizo a lo largo de la frontera y de la costa este de Estados Unidos, Pepe, como le llamamos los amigos, me dijo que quería escribir un libro sobre ambos movimientos. No lo hizo. Nunca le pregunté el porqué. La respuesta, sin embargo, me llegó cuando me pidió prologar el libro Batallas de Michoacán. Autodefensas, el proyecto colombiano de Peña Nieto. Al leerlo, me di cuenta de que José Gil no había escrito aquel libro, primero, porque sabía que, a pesar del profundo trabajo que ambos movimientos habían hecho por la justicia y la paz, la corrupción de las élites políticas no haría nada por resolver el problema y la lucha para detener el horror continuaría de otras maneras. Segundo, necesitaba saber con claridad lo que en el fondo de la propuesta neoliberal –desde Carlos Salinas de Gortari, pasando por Vicente Fox y Felipe Calderón, hasta Enrique Peña Nieto, que había iniciado su administración tratando de borrar de la conciencia pública la violencia y las víctimas, y haciendo los consensos para las reformas estructurales– no sólo la había generado, sino exponenciado.


    La respuesta llegó bajo la forma de un nuevo alzamiento. El 24 de febrero de 2013, a inicios de la administración de Enrique Peña Nieto, en Michoacán –el estado de la República Mexicana donde Felipe Calderón, al comienzo de su mandato, en 2006, y vestido de militar, lanzó su guerra contra el narcotráfico– un numeroso grupo de hombres armados apareció en la región de Tierra Caliente. No eran, como los zapatistas y las policías comunitarias, indios armados con escopetas, algunas armas de alto poder y “rifles de palo”; mucho menos, como el MPJD, víctimas urbanas que, apertrechadas con las enseñanzas de Gandhi, se habían puesto a desafiar al crimen y al Estado. Eran rancheros –pequeños propietarios– equipados con armas de asalto que, como muchas comunidades del país, habían sido sometidos, mediante el terror, a la extorsión y el pago de piso, y que se llamaban Autodefensas. Eran, también, la confirmación de lo que había afirmado el MPJD a finales de 2011, en Xalapa, frente a las simulaciones, corrupciones, traiciones y complicidades de los gobiernos con el poder del dinero: “Seremos el último movimiento no violento que tenga el país”.


    Inmediatamente, José Gil Olmos se trasladó allí y, al igual que lo hizo con el zapatismo y el MPJD, acompañó, miró, indagó, entrevistó. Lo que allí encontró no fue un movimiento puramente moral, como el del zapatismo y el del MPJD, sino una estrategia de guerra diseñada por Óscar Naranjo, el general colombiano que había enfrentado a los cárteles en su país y a quien Enrique Peña Nieto, desde que era candidato a la Presidencia de la República, había traído como su asesor en seguridad para fracturar, utilizando gente vinculada con los cárteles, el inmenso poder que, en connivencia con el Estado, habían adquirido Los Caballeros Templarios. Esos grupos, con excepción, a lo que parece, del doctor José Manuel Mireles –quien no dejó de denunciar, hasta su encarcelamiento, los vínculos de muchos líderes de las Autodefensas con Los Caballeros Templarios y funcionarios del gobierno, incluyendo al comisionado Alfredo Castillo, enviado por Enrique Peña Nieto a pacificar la región–, hunden sus raíces en las rutas del narcotráfico que se generaron, a causa de la miseria y del abandono, durante la década de los cincuenta, en el reforzamiento y multiplicación de los grupos delictivos bajo la política neoliberal del salinismo y su reforma del artículo 27 constitucional y en los intrincados vínculos que, a partir de entonces, fueron tejiendo con el Estado. En este sentido, el nacimiento de las Autodefensas no es sólo el fruto de sectores de la población indignados frente a la ausencia del Estado y los crímenes de los cárteles. Es, sobre todo, el fruto de una estrategia de guerra diseñada no para reconstruir el Estado de derecho –la lógica neoliberal, basada en la maximización de los capitales, no conoce ni el derecho ni la ética política–, sino para quitarle el mando político y comercial a Los Caballeros Templarios que, a través del gobierno, controlaban la mayor parte de los 113 municipios de Michoacán. En la lógica de Enrique Peña Nieto, que es la lógica del neoliberalismo y de una nueva forma de la dictadura, el Estado –parece decirnos la larga, fascinante y aterradora investigación periodística de José Gil Olmos– no sólo debe poseer el uso legítimo de la violencia –de allí la transformación de las Autodefensas, cuando cumplieron su cometido, en policías rurales, y el encarcelamiento de Mireles–, sino, por lo mismo, la administración del crimen. Al Estado no le importa que quienes conformaron las Autodefensas hayan sido templarios, narcotraficantes o asesinos; no le importa tampoco que lo sigan siendo. Le importa, en cambio, que el control y la administración de esas actividades los tenga él. El dinero de los capitales legales o ilegales es, como el uso de la fuerza, competencia exclusiva del Estado.


    Batallas de Michoacán. Autodefensas, el proyecto colombiano de Peña Nieto es así la historia de la violencia que en los últimos 20 años se ha instalado en el país. Porque el micro contiene el macro, José Gil Olmos nos revela la realidad del país al investigar y contarnos la génesis de las rutas de las drogas en Michoacán, su reforzamiento y expansión a través de la política neoliberal del salinismo y de las siguientes administraciones, el surgimiento de La Familia Michoacana y, luego, de Los Caballeros Templarios y de su cultura –una New Age criminal mezcla de autoayuda, principios religiosos, contrainsurgencia paramilitar y guerrillera y fanatismo–, la espantosa degradación del Estado que los protegió hasta convertirlos en gobierno, y la estrategia de la administración de Peña Nieto para recuperar la administración política y comercial del crimen. Nos revela también, de alguna forma, las causas estructurales que generaron el surgimiento del zapatismo, del MPJD y, recientemente, con la tragedia de Ayotzinapa, las movilizaciones de miles de jóvenes, del hartazgo de la nación y de las estrategias de control que ha comenzado a articular el Estado utilizando la violencia de los mal llamados “anarquistas”. Nos revela, por último, el absoluto fracaso del Estado, su articulación en una dictadura de nuevo cuño y la necesidad de una refundación nacional.


    Libro imprescindible para entender parte de la crisis civilizatoria en la que estamos inmersos, Batallas de Michoacán. Autodefensas, el proyecto colombiano de Peña Nieto, sienta las bases para que un día José Gil Olmos escriba el libro del que en la caravana por Estados Unidos me habló. En esos movimientos, que también acompañó e investigó a fondo, hay una profunda respuesta al fracaso del Estado y su intento de rearticularse en una dictadura basada en el dinero y la administración del crimen.


    


    


    Javier Sicilia


    Barranca de Acapantzingo, 6 de diciembre de 2014
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    El 24 de febrero de 2013 un numeroso grupo de hombres armados apareció en la región de Tierra Caliente, Michoacán, declarándole la guerra al crimen organizado. Parecía una escena sacada de la época revolucionaria, pero ahora se trataba de rancheros que, durante años, habían sido sometidos por Los Caballeros Templarios a un régimen de terror y miedo.


    Aquellas personas se hacían llamar “Autodefensas”. Y, de pronto, se convirtieron en referente del hartazgo social que existe en el país ante el crecimiento incontrolable del narcotráfico y su cauda de violencia.


    ¿Pero quiénes eran esos rancheros que protestaban cargando rifles de alto poder? ¿Quiénes los apoyaron con recursos económicos y armas? ¿Por qué se expresaban en esta zona de Michoacán? ¿Qué historia hay en esa región del país para que se diera el fenómeno de las autodefensas armadas? ¿Qué hay detrás de estos hombres fuertemente armados que le hicieron el trabajo sucio al gobierno y limpiaron el terreno de templarios?


    En Michoacán, el narcotráfico y su evolución es un asunto complejo y con una larga historia, en el que se entrecruzan muchos factores y actores sociales, políticos, económicos y hasta culturales. En más de medio siglo, este fenómeno se ha filtrado hasta las raíces de la sociedad y permeado en la mayor parte de sus gobernantes, incluso de manera directa.


    En dicha entidad casi todo mundo conoce a alguien que se ha dedicado a este negocio –que empezó siendo un apoyo económico y devino el sustento de todo el estado merced a los millones de dólares generados por el crimen organizado convertido en gobierno.


    Ante la pérdida de gobernabilidad y de una buena parte del control sobre territorio michoacano, algo que preocupó a empresarios internacionales interesados en invertir en un país estable, el gobierno de Enrique Peña Nieto lanzó un plan secreto que cocinó por varios meses con su principal asesor en materia de seguridad pública, el general colombiano Óscar Naranjo.


    Se trataba de armar a numerosos civiles de la zona de Tierra Caliente que ya estaban cansados del yugo de Los Caballeros Templarios. Se les daría dinero y protección para que fueran ellos quienes combatieran a los criminales en su propio terreno. Para esto hicieron un pacto con una banda criminal enemiga de Los Templarios –encabezada por los hermanos Juan José y Uriel Farías Álvarez–, que colaboraba con el Cártel Jalisco Nueva Generación.


    En noviembre de 2012, habitantes del pueblo de Tepalcatepec vieron al general colombiano Óscar Naranjo llegar al salón Plaza para reunirse con los Farías. Les ofreció su apoyo para los grupos de autodefensas ciudadanos o policías comunitarios. Lo mismo ocurrió en el poblado de La Ruana por esas mismas fechas.


    Testigos señalan que el 24 de febrero de 2013, cuando las autodefensas se dieron a conocer en las instalaciones de la Unión Ganadera de Tepalcatepec, militares y familiares de los hermanos Farías repartieron armas y camisetas a más de mil personas que ahí se reunieron. Ese día empezó una guerra sórdida entre autodefensas y templarios que duraría hasta mayo de 2014, cuando el gobierno de Peña Nieto convirtió a los insurgentes en Fuerza Rural.


    La estrategia peñista, además, daría lugar al nacimiento de un nuevo grupo del crimen llamado El H3 o Tercera Hermandad, que significaba la tercera generación de narcotraficantes michoacanos. Sus precedentes eran La Familia Michoacana y Los Caballeros Templarios. Esta banda es el nuevo amo de la delincuencia organizada en Michoacán, protegida por el pacto que concretó con el gobierno de Enrique Peña Nieto y con el general Naranjo, quien regresó a Colombia a inicios de 2014, una vez que su misión había concluido. Quedarían fuera de este pacto algunos personajes como el doctor José Manuel Mireles, quien se rebeló e intentó hacer de las autodefensas el agente del cambio y de lucha contra el crimen organizado en Michoacán y en todo el país. En castigo fue encarcelado en Sonora.


    Estos elementos le dieron forma al escenario que en los últimos años hemos presenciado en el sur de Michoacán y que es similar al de una guerra, con pueblos y ciudades custodiadas por miles de militares y soldados equipados con armas de alto calibre, cascos de acero, chalecos antibalas, camionetas con metralletas en el techo o helicópteros artillados sobrevolando territorios anegados por la violencia de los cárteles, que también se enfrentaron a grupos de autodefensa y policías comunitarios igualmente pertrechados.


    Al momento de escribir este libro –mediados de 2014– en Michoacán había por lo menos 12 organizaciones legales e ilegales fuertemente armadas dispuestas a disparar en cualquier momento: las policías comunitarias, las autodefensas ciudadanas, los grupos criminales La Familia Michoacana, Los Caballeros Templarios, Los Zetas, el Cártel Jalisco Nueva Generación y el Cártel del Golfo, además del Ejército y las policías estatal, municipal y federal.


    Al observar con detenimiento el paisaje actual de Michoacán podríamos decir que, en esta segunda década del siglo XXI, se desarrolló un conflicto armado o una guerra no convencional, en la cual un ejército de 10 mil militares y policías se enfrentó a diversos grupos armados. Se disputaron el control de un territorio a costa de miles de víctimas civiles heridas, muertas, desaparecidas y algunas comunidades desplazadas.


    Además, si le damos un sentido histórico a lo que ha acontecido en esta región del país, resalta de inmediato un aspecto de enorme impacto político y social. Hace 200 años, en Apatzingán (el corazón de la Tierra Caliente), los independentistas encabezados por José María Morelos y Pavón promulgaron la Constitución de 1814, que delineó los primeros rasgos de lo que sería el rostro del Estado mexicano.


    Dos siglos después, en esa misma parte de México se expresa un nuevo actor, un nuevo grupo de poder: el crimen organizado que tiene incidencia directa en las decisiones de gobierno y en las funciones propias del Estado, como son la seguridad, la justicia y el control del territorio, dándole un nuevo perfil a este último.


    Así, en medio de este conflicto armando, podemos apreciar con claridad el evidente fracaso del Estado mexicano, que ha sido incapaz de dar seguridad a la población de Michoacán y, al mismo tiempo, permitió la formación de un Estado paralelo en un territorio donde el que gobierna es el crimen organizado.


    Desde 1989, con el nacimiento del PRD y el arranque del gobierno de políticas neoliberales de Carlos Salinas de Gortari, Michoacán entró a una etapa de continuos conflictos que han cobrado la vida de miles de civiles. Pero la espiral de violencia se acrecentó desde 2006, con la declaración de guerra al narcotráfico lanzada por Felipe Calderón: un fracaso que cimentó las bases para la construcción de un reino de terror por parte de bandas delincuenciales, que a su vez sometieron pueblos y ciudades enteras.


    Es evidente que en esta región del país se fracturó el Estado y que de las grietas emergieron dos grupos de narcotraficantes con un perfil distinto a los que ya existían en México. Estos grupos tienen rasgos de secta religiosa, un sentido de pertenencia regional y una organización de células estilo paramilitar o guerrilla: se trata de La Familia Michoacana y Los Caballeros Templarios. Al inicio surgieron como una especie de autodefensas, pues en el discurso proponían a los ciudadanos darles la protección que el gobierno no les garantizaba, a cambio de cuotas voluntarias que se convirtieron en obligatorias: En la práctica se trataba de un impuesto cuyo incumplimiento implicaba la muerte.


    Con la presencia ominosa de estos grupos, en una década la vida cambió para los michoacanos, que dejaron de salir en la noche y se fueron acostumbrando a las extorsiones, secuestros, cobro de cuotas, ejecuciones, desapariciones y amenazas de los delincuentes y sus aliados: los policías estatales y municipales, ediles y legisladores, quienes se fundieron con las bandas para establecer una amplia red de poder que traspasaba todas las leyes.


    De acuerdo con información del gobierno estatal, la entidad se la disputan cinco grupos: Los Caballeros Templarios, La Familia Michoacana, el Cártel Jalisco Nueva Generación, los hermanos Beltrán Leyva, Los Zetas y el Cártel del Golfo.


    Producto de la violencia generada por esta guerra entre las mafias del narcotráfico, cada año se cometen 35 mil delitos del fuero común. Así, a partir de 2013 y en 43 municipios surgieron grupos de autodefensa ciudadana, policías comunitarias, rondas comunitarias y, en otros, 50 guardias blancas.


    Todos estos grupos de autodefensa y bandas de delincuentes cuentan con armas de alto poder a pesar de que el gobierno federal ha hecho varios intentos para desarmarlos. De hecho, a principios de 2014 envió a 10 mil policías y soldados como parte de un operativo de recuperación estatal.


    La Familia Michoacana primero y luego Los Caballeros Templarios resistieron los embates policiacos y militares y ensancharon su área de influencia hacia otras actividades que resultaron ser mejor negocio que la producción y venta de droga: las extorsiones, cobro de cuotas, secuestros, venta de autos y negocios turbios con empresarios chinos. Todo, a través de la violencia y el terror como los principales métodos de control social y de mercado.


    Según la información que se desprende de documentos requisados a Los Caballeros Templarios y de declaraciones del exgobernador Fausto Vallejo (PRI), así como de líderes de distintos sectores económicos, las ganancias obtenidas por el crimen organizado entre 2012 y 2014 se estiman en 31 mil 460 millones de pesos por la vía de extorsiones a los mineros, productores de aguacate, empresarios y comerciantes grandes, medianos y pequeños, por “cuotas”, venta de drogas y secuestros.


    Además de este auge económico, el crimen organizado michoacano se convirtió en cogobierno desde principios de este siglo, controlando de manera absoluta la mayor parte de los 113 municipios e infiltrándose en las instituciones policiacas, municipales y de gobierno del estado.


    En resumen, el crimen organizado levantó un imperio y una forma de gobierno en Michoacán, haciendo realidad lo que tanto se temía, la formación de un Estado y un gobierno-narco.


    Los casos más evidentes de esto son la vinculación del exgobernador interino Jesús Reyna (PRI) con Los Caballeros Templarios –que supuestamente le dieron 300 millones de pesos para la campaña a la gubernatura de Fausto Vallejo, que él coordinó en 2011– y también de Rodrigo Vallejo, hijo del mencionado Fausto Vallejo. Desde 2008, Rodrigo ya era jefe de plaza en Morelia para La Familia Michoacana y, luego, para Los Caballeros Templarios.


    Visto a la distancia, de nada sirvió que en 2006 el presidente Felipe Calderón se hubiera vestido de casaca y quepis militar y, ante las tropas militares destacamentadas en Apatzingán, lanzara una temeraria declaración de guerra contra el narcotráfico. Envió a miles de soldados y policías que no pudieron controlar a ninguna banda sino que, al contrario, avivaron el avispero provocando más de 100 mil muertes, 26 mil desaparecidos y miles de desplazados en todo el país a causa de la violencia en seis años, muchos de ellos en Michoacán.


    La misma táctica la siguió Enrique Peña Nieto desde que arribó al poder en 2012. Generó el mismo tipo de violencia e inseguridad, lo que provocó decenas de miles de muertes. En 2014 dio un giro y propuso una estrategia que implicaba suplantar de manera ilegal el gobierno de Fausto Vallejo en Michoacán. Para ello estableció una especie de virreinato bajo la tutela de un “comisionado”, y en ese puesto colocó a Alfredo Castillo, uno de los allegados a Peña Nieto desde que éste gobernaba el Estado de México.


    El presente libro parte de un intento por responder preguntas elementales: por qué surgió el fenómeno de las autodefensas y por qué en Tierra Caliente y, al mismo tiempo, desbrozar el confuso panorama de Michoacán. Se pretende dar algunos elementos para entender que se trata de una tierra tradicionalmente productora de drogas (mariguana y opio), en la que ha emergido un actor dentro de un escenario de por sí complejo: se trata de las autodefensas ciudadanas, que llegaron a inspirar a pueblos y comunidades de otros estados a tomar en sus manos las armas para protegerse y, en algunos casos, establecer su propio sistema de justicia.


    El objetivo es explicar los orígenes de este conflicto armado que, según el investigador Salvador Maldonado Aranda, se encuentra en las políticas neoliberales del expresidente Carlos Salinas de Gortari y en el fracaso de la transición a la democracia de Vicente Fox y Felipe Calderón. (Maldonado Aranda, 2012a) Se busca explicar por qué en Tierra Caliente se dio este conflicto armado y por qué surgieron ahí los poderosos cárteles locales de la droga que desafiaron las instituciones de gobierno y justicia, así como sus némesis, las autodefensas auspiciadas por el gobierno federal a través del general colombiano Óscar Naranjo, promotor de las autodefensas en su país.


    También trataremos de describir el impacto económico y social de este conflicto, que ha generado un escenario similar al de una guerra y ha afectado a la población de todo el estado. Finalmente habremos de dar cuenta del surgimiento de los grupos de autodefensas ciudadanos, de la participación del gobierno peñista a través del general Naranjo, quien a pesar de haber dicho públicamente que estos grupos eran un “error y un peligro social armado” participó en su formación y equipamiento, tal como lo aseguran testigos que lo vieron en los pueblos de Tierra Caliente.


    De esta manera habremos de contar las historias de los principales personajes de esta imbricada historia, de las organizaciones criminales y grupos armados que se disputan el territorio y de las erráticas estrategias gubernamentales a través de entrevistas, reportajes y crónicas de los pueblos sojuzgados por el crimen organizado y de los principales acontecimientos que, en los últimos años, han dado lugar a una lucha sin cuartel, a las batallas de Michoacán.
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El narcotráfico, una tradición
familiar

Cuando los viejos michoacanos de Tierra
Caliente se sientan en las tardes y apaciguan el sopor de un día
caluroso en los porches de sus casas, cuentan que el origen del
negocio del narcotráfico en su tierra se remonta a mediados del
siglo XX, en plena Segunda Guerra Mundial, cuando en el frente de
batalla Estados Unidos necesitaba heroína para calmar el dolor de
sus miles de heridos o mutilados, y la mariguana para apaciguar el
terror de los soldados perdidos en el infierno de los
enfrentamientos en Europa y Asia.

Estas historias son tan familiares y populares
que hasta en la cúpula política se repiten las versiones de un
acuerdo entre los gobiernos de México y Estados Unidos para
permitir el cultivo de la mariguana y la “adormidera”, como se le
llama a la goma de opio extraída del bulbo de la flor de la
amapola, con el objetivo de mandar cigarros ya forjados y la goma
preparada a los diferentes frentes de guerra.

Por ejemplo, la senadora Luisa María Calderón,
hermana del expresidente Felipe Calderón, dice que este negocio
tiene como 60 años y fue permitido y auspiciado por el gobierno
mexicano en connivencia con Washington.

“La historia se remonta a las guerras mundiales
y a los contratos que hacía Estados Unidos con el gobierno mexicano
para poder asegurar (la provisión de) amapola y mariguana. Hasta
allá se remonta la historia, y luego se desgaja de Sinaloa a
Michoacán, donde se siembra desde hace muchos años. Hay gente que
dice que en la década de los cincuenta venía un avión de
Guadalajara, se suponía que traía zapatos, pero la gente trabajaba
haciendo churritos de droga, se supone que de mariguana.” (Calderón
Hinojosa, 2014)

Desde entonces muchas familias de Michoacán,
principalmente del sur del estado y de la zona de Tierra Caliente
se han dedicado al cultivo, transporte y comercialización de drogas
hacia Estados Unidos. Esto ha devenido una tradición y un ingreso
regular. Pero este micronegocio “de familia” se convirtió en un
gran negocio nacional e internacional cuando se le agregó, a
finales del siglo XX, el tráfico de la cocaína proveniente de
Sudamérica, sobre todo de Colombia, junto con la producción de
drogas sintéticas, entre las que destacan las metanfetaminas
provenientes de China y que ingresan por el puerto de Lázaro
Cárdenas.

Rancheros de Tierra Caliente recuerdan casi
como una costumbre la cosecha de mariguana y amapola en sus
tierras. Uno de ellos, originario de Tepalcatepec, participante de
los grupos de autodefensa ciudadana, comentaba que no hace mucho
tiempo –antes del control de los grandes cárteles– él sembraba y
cosechaba mariguana en su rancho y la mandaba a Estados Unidos por
autobús de pasajeros:

“Yo no me metía con nadie, lo hacía sin ruido
ni desmadre, sembraba en mi rancho las matas y las ponía a secar
para empaquetarlas. Luego las ponía en autobús y mandaba a Tijuana
unos 50 kilos al mes, allá los recibían y me mandaban el dinero.
Nadie sabía de esto, ese dinero me servía para mantener mi rancho,
las vacas, la siembra. Así lo hice por años, pero ahora ya no se
puede, los grandes se lo quedan todo.”

Luis Astorga, en su libro Drogas sin frontera. Los expedientes de una
guerra permanente (Astorga, 2001), indica que desde los años
cincuenta, precisamente en Tierra Caliente, ya se cultivaba
mariguana y amapola. Cita que un agente del Ministerio Público
Federal de la región de Aguililla –donde precisamente décadas
después nació el primer gran grupo de narcotraficantes, Los
Valencia– asevera que, para esas fechas, los cultivos tradicionales
de frijol y maíz ya habían sido sustituidos por mariguana y
amapola.

El agente ministerial, dice Astorga, pidió al
gobernador actuar, pero sin involucrar a la Policía Judicial,
porque era ineficaz y fomentaba el cultivo. El gobernador de
entonces (1950-1956) era Dámaso Cárdenas del Río, hermano del
general Lázaro Cárdenas, quien había gobernado el estado
anteriormente.

El mismo investigador menciona que, en agosto
de 1959, el Ejército decomisó 300 kilos de mariguana y el 29 del
mismo mes detuvo a una persona con 8.2 kilos de goma de opio.

De acuerdo con una copia ministerial enviada a
la Procuraduría General de la República (PGR), un agente del
Ministerio Público federal solicitó que mandaran agentes para
investigar el hecho de que, que para esas fechas, ya había 10 mil
hectáreas sembradas de mariguana y se preparaban otras 3 mil para
cultivar la amapola.

El investigador Salvador Maldonado señala que
según fuentes históricas del propio Ejército mexicano, la primera
campaña contra el narcotráfico en Michoacán fue en 1959, con el
envío del Batallón 49 a cargo del comandante Salvador Rangel, “cuya
misión también fue contener la oposición política del general
(Lázaro) Cárdenas contra el gobierno de Adolfo López Mateos”.
(Maldonado Aranda, 2012a)

El mismo autor señala que es probable que, ya
desde finales del siglo XIX, haya habido cultivo de drogas en
Michoacán a la par de la explotación minera, “paliando extenuantes
jornadas de trabajo y aislamiento”. (Maldonado Aranda, 2010)

Como puede observarse, las raíces del
narcotráfico en Michoacán son profundas, se encuentran en las zonas
rurales y tienen que ver con cuestiones de pobreza, marginación,
olvido y negligencia del Estado mexicano.

No obstante, también se vinculan con grandes
acuerdos comerciales mantenidos con el gobierno de Estados Unidos,
país que años después, dirigido por el presidente Richard Nixon,
inició el combate contra el tráfico de estupefacientes en toda
América Latina. Ese programa fue conocido como Plan Cóndor, se basó
en el Ejército y la policía que, en lugar de disminuir la cosecha y
comercialización de estupefacientes, generó más violencia,
inseguridad y muertes en la población civil, y facilitó el
surgimiento de poderosos cárteles desde tierra mapuche hasta el río
Bravo, con extensiones en Europa y Asia.

Estas razones de naturaleza militar y política
son las que motivan que en Michoacán –sobre todo en la Tierra
Caliente, cuyo centro de actividad social, política y económica es
Apatzingán–, haya surgido el narcotráfico, se formaran bandas
locales del crimen organizado y, posteriormente, se desarrollaran
los grupos de autodefensa ciudadana como expresión de hartazgo
social ante la ausencia del Estado mexicano, que cedió territorio y
gobierno por más de una década a La Familia Michoacana y Los
Caballeros Templarios.

Si bien encontramos registros documentados de
que, a mediados del siglo pasado el narcotráfico sienta sus bases
sobre todo en el sur de Michoacán, es a partir de la década de los
setenta cuando este incipiente negocio familiar se transforma en
una industria de dinero y poder y su influencia alcanza la zona
templada de Uruapan, así como gran parte de la sierra de Michoacán
y Jalisco.

El doctor en antropología Salvador Maldonado,
que lleva 15 años estudiando la historia de Tierra Caliente, señala
al respecto: “En el transcurso de los años setenta llega a esta
zona la semilla de mariguana, que empieza a ser cultivada por unos
cuantos de los más atrevidos, y su cultivo se expande al mismo
tiempo que los desmontes para producir maíz se reducen. La zona
templada de Uruapan se consolidó como la principal productora de
aguacate para el mercado estadunidense y más tarde para el europeo.
Se dice que se invirtieron grandes capitales ilegales en fincas
aguacateras, pero también que gente de la región Sierra se desplazó
hacia esta zona para protegerse de la violencia”. (Maldonado
Aranda, 2012a)

En boletines militares de la zona de Apatzingán
que consultó Maldonado se lee que “durante el boom de la droga de los años
setenta, el Ejército destruyó 374 hectáreas de amapola, cerca de
200 de mariguana e innumerables plantíos, además de la intercepción
de droga en la zona sur. Para los setenta, las cifras oficiales
señalan un elevado porcentaje de destrucción y aseguramiento de
droga. Por ejemplo, se destruyeron 13 millones y medio de plantas
de amapola, más de 30 hectáreas y alrededor de 2 mil plantíos de
amapola, varios kilos de opio y heroína y casi una tonelada de
semilla. En cuanto a la mariguana, se destruyó una y media
toneladas listas para el consumo, 550 hectáreas cultivadas,
aproximadamente 500 plantíos y 95 toneladas de semilla, entre las
cifras más importantes”. (Maldonado Aranda, 2012a)

El negocio del cultivo y comercialización de
estos dos enervantes creció de manera extraordinaria en esta época,
cuando en México había una crisis económica y en Estados Unidos
comenzaba a crearse un gran mercado del consumo de drogas en los
años de la revolución cultural, del existencialismo y nihilismo, en
la llamada “era de Acuario”, en la cual miles de jóvenes se rebelan
contra el establishment
o el statu quo, contra
la autoridad de los padres y los maestros, y se lanzan al
individualismo, la sicodelia y los estupefacientes naturales y
sintéticos como nunca antes en la historia de los imperios.

En los años ochenta, en Michoacán se duplicó el
cultivo y tráfico de drogas. La heroína comenzó a sustituir a la
mariguana en el comercio internacional. Así, se eleva el precio de
la adormidera.

Maldonado cita al respecto: “La información
disponible sugiere una expansión acelerada del narcotráfico en el
sur de Michoacán durante la ‘década perdida’. No obstante las
cuestionables cifras del gobierno estatal, podemos observar algunas
tendencias significativas. Entre los setenta y ochenta hay un
aumento importante, más del doble, en el cultivo y tráfico de las
drogas. En los ochenta el cultivo de amapola va sustituyendo al de
la mariguana. El cultivo se realiza en extensiones más pequeñas de
tierra y en recónditos lugares en vez de hacerlo en terrenos
planos, como se hacía en años pasados. Por ejemplo, durante toda la
década la destrucción del número de amapola y mariguana disminuyó
en relación con el número de plantíos: hubo cerca de dos mil
hectáreas destruidas por aproximadamente 22 mil plantíos,
fundamentalmente de mariguana. Otro indicador significativo es el
aumento de los decomisos, con un total de 17 toneladas de mariguana
y unos kilos de opio y heroína. Los plantíos se ubican en las
laderas de los cerros alejados de las vías de comunicación y de la
vigilancia policial, lo cual también significa que ya no son
únicamente familias rancheras las que cultivan o procesan la droga,
sino hombres solos, jóvenes o nuevos colonos que ingresan a la
sierra en busca de trabajo. Son quienes se convierten más tarde en
sicarios”. (Maldonado Aranda, 2012a)

Según la información del gobierno del estado,
mientras que en toda la década de los setenta se destruyeron 30
hectáreas de amapola y mil 725 plantíos, sólo en 1985 se devastaron
43 hectáreas de amapola y mil 485 plantíos de la misma droga.

Lo que por 30 años fue una salida a la precaria
economía familiar, para la década de los ochenta se transformó en
un gran negocio con ganancias multimillonarias. Una nueva etapa se
iniciaba a partir de las reformas constitucionales empujadas por el
presidente Carlos Salinas de Gortari, que permitieron la
privatización del ejido y la apertura a los mercados extranjeros,
que rompieron las cadenas locales de producción agrícola. La
política económica salinista le dio una nueva fisonomía al
narcotráfico. Aparecieron los brokers de la droga, y los
campesinos y rancheros de Michoacán rentaron sus tierras y mano de
obra a los nuevos empresarios: los cárteles del narcotráfico.
Empezó la violencia.

Salinas y las políticas neoliberales

Durante décadas los
habitantes de la Sierra Sur de Michoacán sobrevivían de sus tierras
o de las remesas que miles de familias mandaban de Estados Unidos,
a donde migraban como parte de una tradición de familia o de
pueblo. Paliaban la pobreza sembrando maíz, frijol, frutas y
hortalizas, criando algunos animales o merced a un incipiente
comercio de drogas.

De todas las formas de sobrevivencia quizá la
migración era la más recurrente, pues no era lo mismo ganar en
dólares que en pesos haciendo lo mismo: trabajar la tierra. De ahí
que miles de los que se fueron y regresaron de Estados Unidos
–algunos con la doble nacionalidad– soportaban la economía de sus
comunidades, ciudades y hasta del estado, al enviar 2 mil 600
millones de pesos cada año, que representan 16% del PIB estatal y
2.7% del nacional.

Un policía comunitario de Urapicho, en la
meseta purépecha, recuerda en entrevista una historia que
ejemplifica la manera tan cotidiana en que los michoacanos conciben
la migración hacia la Unión Americana. Un día, una de sus vecinas
hizo un viaje a Estados Unidos junto con sus hijos para buscar a su
esposo. La mujer no sabía leer ni escribir: “Una noche me la
encontré en una huerta, iba con sus hijos chiquillos y su maleta.
Caminaba de prisa cuando le pregunté a dónde iba. ‘Voy a buscar a
mi marido porque no sé nada de él’, me dijo. ‘¿Pero sabes cómo
llegar?’, le contesté, diciéndole que estaba muy lejos, y ella
contestó que no, pero que ‘todo mundo iba p’al norte’ y que ella
haría lo mismo. Pasaron como tres meses y un día nos habló para
decirnos que por fin había encontrado a su marido en Arizona, que
no pensaba que estuviera tan lejos pero que preguntando llegó hasta
allá con sus hijos de la mano”.

Hoy, esas fuentes tradicionales de migración ya
no son suficientes para atenuar la pobreza entre los michoacanos.
Menos lo es sobrevivir de la siembra del frijol o maíz, sobre todo
porque desde que Salinas impulsó las reformas neoliberales en el
campo, la crisis se acentuó entre las familias campesinas que
buscaron en la siembra de mariguana y amapola salir adelante o, aún
más, enriquecerse: La política neoliberal salinista desmanteló la
responsabilidad social del Estado y provocó que algunas regiones
abandonadas del país se convirtieran en los principales refugios e
imperios ingobernables del crimen organizado.

Así, en el sexenio salinista empezó el auge del
narco en México. Pasó de ser un fenómeno local, muy focalizado en
ciertas regiones, al gran comercio nacional e internacional que
ahora existe. Es como si los narcos mexicanos fueran los que mejor
entendieron y aprovecharon las leyes de la economía globalizada,
que no sabe de límites fronterizos ni de códigos humanitarios.

Esta es la tesis que Salvador Maldonado plantea
(Maldonado Aranda, 2012a) para explicar cómo se crearon vacíos en
el campo, con las políticas de reestructuración económica, política
y social, que dieron paso al surgimiento de “un poderoso
narcotráfico regional” que creció y se convirtió en uno de los
cárteles más poderosos del país y con presencia en el mercado
internacional.

Maldonado apunta que durante los ochenta la
crisis económica dio lugar a la adopción de políticas de ajuste
estructural que repercutieron ampliamente en el sur de Michoacán.
Paralelamente, el recorte presupuestal para infraestructura,
créditos, insumos y precios de garantía para la agricultura impactó
de manera muy fuerte en la próspera economía regional.

El investigador explica: “La caída de los
precios internacionales de los productos agrícolas colapsó las
economías domésticas y empresariales de la región. Adicionalmente,
había enormes problemas de corrupción entre el gobierno, las
asociaciones ejidales y los propietarios privados, que edificaron
un caciquismo muy violento sustentado en la impunidad.

“Empresas y comercios se fueron a la ruina,
mientras que gran parte de la infraestructura oficial quedó
abandonada. Productores agrícolas y dueños de empacadoras de frutas
y hortalizas ya no invirtieron sus ganancias ante la reducción de
los precios y los problemas de comercialización, crónicos por lo
demás. Grandes compañías transnacionales cancelaron sus acuerdos
con productores rentistas, dejando las tierras profundamente
deterioradas por el uso intensivo y la utilización de plaguicidas y
fertilizantes para obtener mayor rendimiento, y aunque el gobierno
instauró programas compensatorios no logró elevar los niveles
óptimos de exportación”.

Destaca: “Con la administración de Carlos
Salinas de Gortari, el Estado abrió el sector agropecuario a la
inversión privada, nacional y extranjera, quitándole apoyo político
y económico a las asociaciones agrícolas y de productores rurales.
Estas medidas eliminaron la asistencia oficial, ocasionando la
descapitalización del campo. En algunos casos, el dinero ilícito
compensa las deterioradas condiciones sociales, mientras que la
población rural optó por cultivar droga en montes y sierras de
manera más sistemática”. (Maldonado Aranda, 2012a)

El investigador apunta que, además, las
políticas neoliberales salinistas se articularon con dos procesos
significativos que dieron una relevancia inédita al
narcotráfico.

“En primer lugar, la implementación de
políticas antidrogas en Colombia, Perú y Bolivia redujo el cultivo,
el procesamiento y el tráfico. Estas políticas prohibicionistas
provocaron una disminución en la llegada de sustancias ilícitas,
por lo que México pasó a ocupar un lugar central para abastecer de
mariguana y heroína al mercado estadunidense. Asimismo, con la
cancelación de la ‘ruta del Caribe’, la costa del Pacífico se
convirtió en una zona estratégica para el tráfico hacia Estados
Unidos. El sur de Michoacán, cuya costa es una de las más extensas
y hasta hace poco tiempo con nula vigilancia, juega un papel
central en la recepción de cargamentos de cocaína y su posterior
exportación.

“En segundo lugar, la descapitalización del
campo y la implantación de políticas antidrogas se generan en el
marco de las políticas de descentralización administrativa del
Estado mexicano (reforma al artículo 115 constitucional), que dan
poder a las instituciones estatales y municipales, controladas por
grupos políticos o por caciques. Estas reformas del Estado
fortalecieron los arreglos locales y regionales de ciertos actores
involucrados en el narcotráfico y la política. En el caso de
Michoacán, el gobierno estatal de los años ochenta cuestiona el
centralismo del gobierno federal y el papel del Ejército en
acciones policiacas de vigilancia, cuyos efectos repercutieron en
un escaso monitoreo de las actividades ilegales, hasta ese entonces
mantenidas en relativo secreto público-estatal.”

En su valioso ensayo que resume una amplia
investigación editada por El Colegio de Michoacán (Maldonado
Aranda, 2010), Maldonado señala otros factores que van a tener un
impacto profundo en la configuración moderna del narcotráfico. Se
trata del fenómeno de la migración interna, el del flujo de
personas hacia el cultivo y procesamiento de drogas en serranías y
cañadas, que se conjuga con la migración internacional y da cabida
a rutas del narcotráfico.

Describe: “Conforme aumentan los cultivos de
droga y la demanda, y se acentúan los flujos migratorios, se
fortalecen las asociaciones ilegales transfronterizas e
interregionales. Mediante redes familiares y de paisanaje, grupos
de jóvenes y adultos pasan a formar parte de organizaciones
criminales, tanto en su lugar de origen como en Estados Unidos.
Esta situación se acrecienta cuando la ley Simpson-Rodino restringe
el flujo de migrantes indocumentados. Muchos jóvenes que pretenden
seguir la trayectoria migratoria legal de sus padres, hermanos o
amigos se enfrentan a una serie de obstáculos que los orilla a
embarcarse en desafíos extralegales para construirse un mejor
futuro.

“El prestigio personal es también una fuente
poderosa para atreverse a cruzar los límites legales. Muchos de
ellos obtuvieron grandes ganancias del cultivo y el tráfico de
drogas con un golpe de suerte. Esto genera una percepción
generalizada de que sólo por medios extralegales se puede
progresar, por lo que el narcotr [...]
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